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España ha sido el país europeo que más
viviendas nuevas ha puesto en el mercado
durante los últimos cinco años, un número
mayor que toda la vivienda construida en
Francia, Alemania e Italia juntas. En todo
caso, una cantidad superior a la demanda
procedente de la formación de nuevos hoga-
res, contando con la inmigración.

Sin embargo, cada vez es mayor el núme-
ro de personas que tienen dificultades para
acceder a una vivienda. Como señalé en el
artículo de ayer, si hoy tuviesen que comprar-
la contando sólo con los recursos provenien-
tes de los ingresos del trabajo y de las presta-
ciones sociales (desempleo y pensiones),
aproximadamente el 25 % de la población
estaría en esa situación. Esta dificultad la
sufren ya los hijos de las clases medias. Ante
esta situación, la pregunta surge de inmedia-
to: ¿falla el mercado o fallan las políticas?

Una economía que ha sido capaz de po-
ner en el mercado ese volumen de viviendas
nuevas no puede ser un mercado donde el
volumen de oferta es rígido. En todo caso, el
problema de la oferta está en la tipología de
la vivienda que se ha construido (superficie
inadecuada y régimen de propiedad en vez
de alquiler), en la localización y función de
muchas de ellas (viviendas no principales
utilizadas como segundas residencias en la
costa y en parajes del interior y de la monta-
ña) y en los precios (astronómicos en rela-
ción con las rentas de los colectivos más
débiles).

Pero en esa inadecuación de la oferta han
tenido mucha influencia las políticas públi-
cas. Por un lado, por la inacción de los pode-
res públicos en la promoción de vivienda
adecuada para estos colectivos. Probable-
mente algo ha tenido que ver la espectacular
mejora de las condiciones financieras del cré-
dito a la vivienda (bajos tipos de interés y
alargamiento del plazo de la hipoteca) que
se produjo con la entrada en vigor del euro a
finales de la década de 1990. Esas condicio-
nes crediticias hicieron creer a nuestros go-
biernos que el mercado por sí solo era capaz
de suministrar independientemente vivienda
a todo aquel que la demandase, independien-
temente de su nivel de ingresos. La famosa
frase de Francisco Álvarez-Cascos afirman-
do que si los precios subían era porque la
gente podía comprar reflejaba esa política
de laissez faire. ¿Para qué actuar desde la
política pública si el mercado era eficiente?

Llevados también por esa creencia,
muchos ayuntamientos se dedicaron a desa-
rrollar lo que podríamos llamar un urbanis-
mo fiscal; es decir, a obtener ingresos con el
planeamiento urbanístico y con la venta del
suelo público donde deberían haberse cons-
truido viviendas de protección oficial a pre-
cio asequible para la gente con escasos recur-
sos o directamente pobres, para financiar
(en los casos de mayor honestidad) otros
equipamientos sociales, como polideporti-

vos y todo tipo de
mejoras y eventos.

Por otra parte,
las políticas de vi-
vienda estatales no
han tenido, en gene-
ral, el objetivo de
mejorar la calidad
de vida y el bienes-
tar de los pobres y
de las familias de
rentas bajas. Sus ob-
jetivos básicos han
sido, en primer lu-
gar, favorecer el ac-
ceso a la propiedad
de las clases acomo-
dadas; es decir,
crear una sociedad
de propietarios. En
segundo lugar, utili-
zar la política de vi-
vienda como un ins-
trumento de políti-
ca económica para
estimular el creci-
miento y el empleo.
Con este objetivo es
indiferente para
quién sean las vi-
viendas que se cons-
truyen.

Hay muchas ra-
zones para defender
que las políticas pú-
blicas incentiven a
los ciudadanos a
consumir más vi-
vienda de lo que ha-
rían si no existiesen
esos incentivos. Sa-
bemos que la vivien-
da hace a las fami-
lias mejores padres,

mejores ciudadanos y mejores vecinos. Ade-
más, se trata de una forma de ahorro que
permite a sus titulares afrontar contingen-
cias inesperadas y hacer frente a necesidades
relacionadas con la vejez y la dependencia,
liberando parcialmente de esa carga al sec-
tor público. Sin olvidar que las leyes prote-
gen más la propiedad de la vivienda que
otros activos en los que una familia también
puede ahorrar, lo que hace de la vivienda un
activo más seguro frente a contingencias co-

mo, por ejemplo, un posible embargo por
impago de una multa.

El problema es que la forma a través de
la cual el Estado canaliza este apoyo a la
vivienda no favorece a los más pobres. Por
un lado, las deducciones en el IRPF por
compra de vivienda —el principal instru-
mento de apoyo a la misma— no tienen
efecto directo sobre las familias con ingresos
bajos por un motivo muy sencillo: no tienen
rentas suficientes que les permitan deducir
nada en el IRPF. Tanto es así que muchos
hogares no llegan ni al límite de rentas que
obliga a declarar.

Además, el precio de las viviendas de
protección oficial (VPO) de régimen general
o especial, tanto de venta como de alquiler,
están por encima de lo que sería el precio
asequible que deberían pagar las familias
con menores recursos si dedicasen como
máximo el 35 % de sus ingresos al pago de la
hipoteca o del alquiler. Así, el precio asequi-
ble para una familia de rentas bajas en Bar-
celona en 2004 era de 68.157 euros, mientras
que el precio de una VPO de régimen gene-
ral era de 97.269 euros, y de régimen espe-
cial, de 70.146 euros. En los dos últimos
años la cosa no ha mejorado.

La conclusión parece clara. El resultado
conjunto del urbanismo fiscal practicado
por los ayuntamientos, de los incentivos fis-
cales del IRPF y de la orientación que hasta
ahora ha seguido la VPO es lo que estamos
viendo: si sólo cuentan con sus ingresos ac-
tuales, los hogares de rentas bajas y las fami-
lias pobres no tienen capacidad de acceder a
una vivienda digna y asequible, ya sea de
compra o de alquiler. Esa es la causa de la
rebelión de los mileuristas de la que les habla-
ba ayer.

Actualmente, ya nadie duda de que sin
un mayor activismo público en el mercado
de la vivienda de protección oficial (especial-
mente la VPO de alquiler de precio asequi-
ble), el problema de acceso para los grupos
sociales más débiles irá en aumento. Para
lograrlo hay que dar contenido al derecho a
la vivienda del que habla nuestra Constitu-
ción. Pero el problema que se plantea al
llegar a este punto es qué debemos entender
por derecho a la vivienda y cómo debemos
financiarlo. De eso les hablaré mañana.

Antón Costas es catedrático de Política Económi-
ca de la Universidad de Barcelona.

¿Falla el mercado o fracasan las políticas?
ANTÓN COSTAS

El último premio Internacional Al-
fonso Comín recayó conjuntamen-
te en el jesuita José María Díez-
Alegría y el político comunista
Gregorio López Raimundo por su
larga trayectoria de luchadores en
pro de la justicia y la libertad. Por
caminos diferentes han comparti-
do una misma esperanza en el futu-
ro mediante una política transfor-
madora del mundo o el testimonio
de una fe religiosa vivida como
servicio a la liberación del ser hu-
mano. Ambos fueron amigos que-
ridos de Comín. El jesuita le acom-
pañó, junto a sus compañeros de
orden José María de Llanos y Ne-
po García Nieto, en el movimiento
Cristianos por el Socialismo, y mi
amigo fraternal militó en el PSUC
de Gregorio. Éste y Antoni Gutié-
rrez Díaz, Guti, asumieron su vo-
luntad de trocar el viejo ateísmo
dogmático del partido por un lai-
cismo integrador de toda fe religio-
sa promotora de libertad y justi-
cia. Díez-Alegría se refirió al co-
munista como una persona a la
que “tanto admiro y respeto”. Ló-
pez Raimundo, citando al teólogo,
dijo: “No me imaginé nunca un
final tan feliz al estar a su lado
compartiendo este premio”. El al-
calde de Barcelona, Jordi Hereu,
admirado por la longevidad de
ambos (95 años Díez-Alegría y 92
López Raimundo), los puso como

ejemplo de que “ser revoluciona-
rio, afrontar momentos muy com-
plicados y decidir libremente per-
mite llegar a tan avanzada edad
con lucidez envidiable”.

De las fructíferas relaciones
que Comín trenzó con estos dos
amigos recuerdo ciertas anécdo-
tas, para mí memorables. Tras una
acalorada discusión entre él y el
teólogo sobre la doctrina social de
la Iglesia (que este último defendía
frente al marxismo con ese rigor
sutil y matizado de los jesuitas),
Díez-Alegría se marchó de la casa
de Comín dando un portazo indig-
nado. Con el tiempo, los argumen-
tos cominianos debieron de hacerle
efecto, pues al final asumió sus te-
sis y, expulsado de la Compañía
de Jesús (por entonces aún muy
conservadora), se fue a vivir a un
barrio obrero y llegó a tener, igual
que Comín, carnet del PCE “y el
Verbo se hizo carné”, como una
vez dijo con humor De Llanos agi-
tando el suyo de Comisiones Obre-
ras. Díez-Alegría se reía recordan-
do una antigua broma mía. Yo le
llamaba “el jesuita chicle” porque

sabía estirar la doctrina social cató-
lica hasta tal punto que, en mi opi-
nión, un día se le rompería. Cosa
que, en efecto, ocurrió. Por otro
lado, recuerdo que la noche en
que murió Comín, López Raimun-
do se la pasó velándole junto a
otros amigos. Me emocionó cómo
entretuvo las horas. Leía unos
Evangelios que encontró por la ca-
sa, como si quisiera cerciorarse de
los motivos cristianos que había
tenido su camarada de partido pa-
ra luchar por la causa de los explo-
tados y oprimidos y compartir
con él idéntico combate y la mis-
ma fe en la Humanidad. Es obvio
que no hablo de conversión cristia-
na de López Raimundo, sino de la
comprensión intelectual y afectiva
que, con toda humildad y senci-
llez, practicó aquella noche. Años
más tarde, tras una conferencia
que di junto a Quim Sempere y
Manuel Vázquez Montalbán so-
bre el marxismo y la fe de Comín,
en la que mantuve la idea de que,
a partir de creencias diferentes ha-
bían coincidido en dicha fe huma-
na comunistas demócratas y cris-

tianos anticapitalistas, se me acer-
có un Gregorio López Raimundo
conmovido para decirme: “Por fin
he comprendido lo que es la fe”.
De nuevo, gracias a Comín, y más
allá de ortodoxias dogmáticas y
estériles, su comprensión racional
e inteligente de las razones de una
ortopraxis común y fraternal.

En una entrevista reciente, Sal-
vador Giner, presidente del Insti-
tut d’Estudis Catalans y último
premio nacional de Sociología,
afirma que España sufre una evi-
dente descomposición moral y
que ya no tiene creencias. El ejem-
plo que considera paradigmático
se refiere precisamente al que die-
ron mis citados amigos: “Somos
indiferentes a la Iglesia y al Parti-
do Comunista, por simplificar así
las ideologías”. Durante el fran-
quismo, la Iglesia contaba con gen-
tes como Díez-Alegría o Comín
frente a una jerarquía por desgra-
cia muy semejante a la actual. El
PC había roto con el estalinismo
moscovita y desarrollaba con mu-
chos católicos de base la lucha de-
mocrática. Creencias distintas pe-

ro la misma fe. Giner la echa en
falta en cuanto supone una moral
cívica y un patriotismo coherente
que actualmente, según él, se han
esfumado. Del idealismo comunis-
ta al materialismo consumista, y
del cristianismo a la teocracia reac-
cionaria que provoca el rechazo
indiferente. Todo ello obtenido
por el capitalismo competitivo y
unos jerarcas católicos más ocupa-
dos en combatir junto al PP las
políticas humanizadoras del Go-
bierno que en dar auténtico testi-
monio evangélico. ¿Habrá sido
inútil el esfuerzo de quienes, como
los merecedores del Premio Alfon-
so Comín, decidieron con fe co-
rrer riesgo de muerte, prisión o exi-
lio para que nuestra sociedad no
fuera lo que fue en el pasado ni lo
que parece ser en el presente? Los
dos nonagenarios, el jesuita y el
comunista, no sólo son un ejem-
plo admirable de lucidez, sino de
una moral altruista que les eterni-
za la juventud de espíritu. Esa for-
ma de juventud que entre todos
estamos robando a los jóvenes por
nuestra cómoda e irresponsable in-
diferencia ante los males que aún
persisten en España y el mundo.

J. A. González Casanova es catedrático
de Derecho Constitucional de la Uni-
versidad de Barcelona.
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